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Lima, 15 de octubre de 2029

Durante las elecciones presidenciales del 2026, la polarización llegó a extremos nunca
vistos. El candidato y la candidata que llegaron a segunda vuelta representaban posturas
completamente antagónicas. Por un lado, se encontraba la candidata Sabrina Avilés del
partido Unidos por el Perú; y por otro, el candidato Rómulo Ledesma del partido Voz
Nacional. Los líderes y representantes de ambas agrupaciones denunciaban que se
fraguaba un fraude, y en varias ocasiones militantes de uno y otro partido emprendieron
acciones violentas.

Uno de los temas que generaba más controversia era la situación de los conflictos sociales
derivados de la extracción minera. Durante los últimos 5 años, las protestas entre las
comunidades campesinas en los lugares de extracción fueron en aumento. Solo en el último
año fallecieron a causa de estas más de 100 personas por enfrentamientos con la policía en
los 25 conflictos activos de las tres regiones más problemáticas: región A, región B y región
C. En la mayoría de estos, el principal punto de discusión era el uso del agua.

Las propuestas de ambos candidatos eran ampliamente disímiles. Mientras la candidata
Sabrina Aviles proponía la nacionalización de las empresas mineras de estas tres regiones y
la administración conjunta con el Estado; el candidato Rómulo Ledesma proponía
recrudecer la represión de los grupos revoltosos al considerarlos como rezagos del
terrorismo. Según las encuestas, la candidata Sabrina Aviles tenía el 90% de preferencia de
voto en las tres regiones más problemáticas; mientras que el candidato Rómulo Ledesma
tenía mayoría en las principales ciudades del país.

El día de las elecciones, Rómulo Ledesma obtuvo el 50% de los votos válidos, sólo un 0,1%
más que su contrincante. Sabrina Aviles denunció en una entrevista que los resultados
habían estado planificados de antemano en contubernio con las principales élites
económicas del país. Esto incrementó aún más el clima de desconfianza entre los
simpatizantes de la candidata, cuando en un mitin que aún realizaba después de las
elecciones, declaró que “debían prepararse para lo peor”.

El 19 de julio, el JNE declaró infundados los diversos recursos presentados para anular
varias actas electorales y declaró ganador a Rómulo Ledesma. Ese mismo día, se
presentaron disturbios en las tres provincias más afectadas. Varios manifestantes se
acercaron a las oficinas de los gobiernos regionales, del JNE y la ONPE exigiendo la
“nulidad” de las elecciones. En la región A, una turba cruzó el cordón policial y entró a las
oficinas del JNE.



Luego de este hecho, varios manifestantes en diferentes puntos de estas regiones se
dispusieron a tomar locales de la administración pública. Cuando esto sucedía, faltaba
menos de un mes para el día de la juramentación, por lo que el presidente saliente
consideró inoportuno declarar el Estado de Emergencia. En ese periodo, los policías de
varias localidades habían sido sobrepasados por las personas que protestaban y no
pudieron evitar el saqueo y la toma de varias instituciones públicas. El 23 de julio, un grupo
de manifestantes de la región A con armas de fuego, declaró que las elecciones eran nulas
y proclamó la independencia de la región, señalando que no afectarían las políticas de la
administración de Lima.

El 28 de julio, luego de la asunción de mando, Rómulo Ledesma como primer acto de
gobierno declaró el Estado de Emergencia de estas tres regiones y ordenó a las FF.AA. el
control total de las provincias. Para asegurarse de tener el control de la situación, el ahora
Presidente pasó al retiro a 11 coroneles de la policía y cambió al Comandante General y
varios generales del Ejército peruano.

El comandante general dispuso el despliegue inmediato de tropas en las principales
instalaciones tomadas por los manifestantes. Varias fueron recuperadas sin problemas, sin
embargo, en algunas hubo intercambio de disparos. Si bien no se sabía el calibre de esas
armas, el Gobierno dijo a la prensa que los manifestantes tenían armas de guerra, por lo
que constituían objetivos militares legítimos. Luego de estas declaraciones, aviones del
ejército emprendieron bombardeos contra edificios que habían sido tomados por
manifestantes y en los que el ejército aún no podía entrar. Durante los mismos varias otras
infraestructuras civiles fueron dañadas. En la jornada del 10 de agosto, se calcula que al
menos 67 personas perdieron la vida como consecuencia directa e indirecta de los
bombardeos, y el 11 de agosto la cifra fue de 44. Finalmente, el ejército entró en los locales
restantes el 13 de agosto. No hubo ninguna persona detenida. Para esas fechas, la cifra
total de fallecidos ya era superior a 200.

Las actuaciones del gobierno fueron criticadas a nivel nacional e internacional. Incluso hubo
voces entre los congresistas oficialistas y quienes apoyaban el gobierno que deploraron los
acontecimientos. Durante el segundo día de bombardeos, miles de manifestantes salieron a
las calles de la capital a exigir el cese al fuego y las protestas se extendieron por más de 7
días. Para agravar la situación, varios destacamentos del ejército dispuestos en estas
regiones se insubordinaron y, por medio de redes sociales, denunciaban que habían recibido
órdenes de disparar a cualquier persona al interior de las instituciones tomadas, estén o no
armadas. Se rumoreaba que las acciones calificadas de desproporcionadas pronto
motivarían un golpe de Estado entre facciones disconformes del Ejército, las cuales no eran
pocas luego de la purga institucional que se había hecho días atrás.



En medio de estas protestas, el presidente salió del país para un encuentro regional (en
República Dominicana) con sus homólogos latinoamericanos del 15 al 17 de agosto. Sin
embargo, miembros de la delegación peruana en Santo Domingo comunicaron a las
autoridades correspondientes que el presidente no había vuelto al hotel donde estaba
alojado luego del último día de sesiones. No se supo nada de él en los siguientes 5 días,
fechas en las que las protestas en Lima iban en aumento.

Ante la creciente situación de inestabilidad que se estaba viviendo y con el temor de que
esto incentivara un golpe de Estado, el ala oficialista del parlamento pactó con la oposición
el aprobar una moción de vacancia por no volver al país en la fecha prevista, aunque solo
habían pasado 3 días desde que tal situación se dio. Sin embargo, al no encontrar suficiente
apoyo, decidieron cambiar el motivo por uno de incapacidad moral permanente (IMP), el
mismo que se sustentaría en la comisión de “evidentes crímenes de guerra contra la
población civil”. La mayoría opositora de Unidos por el Perú y el ala más moderada en el
Congreso, obtuvieron los votos suficientes para ello. Solo algunos congresistas del ala
oficialista dieron su apoyo. La moción fue aprobada en el pleno del Congreso el 20 de
agosto por 95 votos. En consecuencia, según la moción planteada, la vicepresidenta
Luciana Paz asumiría funciones. Dos días después, el presidente Rómulo Ledesma se
comunicó desde República Dominicana manifestando que estaba siendo objeto de una
persecución política orquestada por la oposición y que su destitución constituía un golpe de
Estado.

La nueva presidenta (ex vicepresidenta) destituyó y cambió nuevamente al Comandante
General de las Fuerzas Armadas y las retiró de las zonas ocupadas. Llamó a la mesa de
negociaciones a los grupos disidentes que estaban ubicados en ciertos pueblos aledaños.
Dispuso, además, la conformación de una Comisión de la Verdad y Reconciliación para
esclarecer los hechos e identificar las responsabilidades en el conflicto.

Si bien con todas estas medidas los conflictos menguaron, partidarios del anterior
presidente clamaban que se había producido un golpe de Estado. Manifestaban que la
figura de la incapacidad moral permanente había sido utilizada de forma arbitraria,
alegando que “ésta no ha sido hecha para imputar crímenes de guerra que ni siquiera
habían sido probados”. Los congresistas del grupo oficialista también se distanciaron de la
nueva Presidenta por su acercamiento a la oposición y su postura poco clara respecto a los
conflictos sociales mineros.

La Comisión de la Verdad empezó sus labores un 11 de octubre de 2026 y terminó en abril
de 2028, logrando publicar su informe final el 27 de dicho mes. En el proceso entrevistaron
a más de 300 personas. El informe final estipula, entre otras cosas, que la figura de la
incapacidad moral permanente estuvo justificada pues representó una forma de “justicia



transicional simbólica”, en tanto que representaba un castigo a los perpetradores de los
crímenes de guerra, cuestión que no hubiera sucedido en caso solo se le hubiese vacado
por no volver al país en el tiempo estipulado.

El conflicto entre el Ejecutivo y el Legislativo se agravó en diferentes ocasiones, y ante las
reiteradas obstrucciones y constantes caídas de ministros. Finalmente, la presidenta,
Luciana Paz, disolvió el Congreso el 30 de setiembre de 2028, después de haberle sido
denegado dos pedidos de confianza. Al realizar las elecciones congresales en enero del
2029, la nueva mayoría estaba conformada por integrantes de Unidos por el Perú, logrando
un número total de 68 miembros en el Congreso.

Sin embargo, varios de los nuevos congresistas consideraban que lo sucedido hace dos
años constituía un golpe de Estado. De esta manera, instalados en sus funciones decidieron
presentar una moción que anule la resolución legislativa que declaró la vacancia por
incapacidad moral permanente del anterior presidente, solicitando su reposición al cargo.
Entre los fundamentos de la moción se establecía que una lectura sistemática de la
Constitución solo permitía entender la IMP como una situación de trastorno psicológico
probado por un médico, por lo que la resolución que declaró la vacancia de Rómulo
Ledesma el 20 de agosto de 2026 carecía de validez, al no tener el Congreso las
potestades para realizar dicho acto. El anterior presidente, Rómulo Ledesma, se encuentra
en un país vecino como asilado político.

La moción para anular la vacancia fue propuesta por la bancada oficialista el 7 de octubre
de 2029 y se cree que todos votarán en bloque a favor de la moción. Una vez que fue dada
a conocer dicha moción, la actual presidenta, Luciana Paz, acude a su despacho requiriendo
vuestra asesoría legal para interponer un proceso constitucional en torno a su situación.


